
Núm. 194. Domingo 24 de Febrero de 1884.

í^aUtin ©ftcml
4DE LA PROVINCIA DE VALLADOLID

SE PUBLICA TODOS LOS DIAS ESCEPTO LOS SIGUIENTES Á FESTIVOS.

PARTE OFICIAL.

Gúceta del 22 de J^eirero de 1884.

PresideDda del Consejo de Ministros

SS. MM. y Augusta Real 
Familia continúan en esta Cor­
te sin novedad en su impor­
tante salud.

Gaceta del 20 de Febrero de 1884.

Ministerio de Fomento.

REAL ORDEN.

Ilmo. Sr. Vista la instancia pro­
movida con fecha 28 de Enero pró­
ximo pasado por D. Práxedes Mateo 
Sagasta y D« Carlos Ibáñez, solici­
tando eú concepto de Administrado­
res de la Compañía del ferrocarril de 
Zafra á Huelva, y D. Guillermo Sun- 
dhein, como concesionario de esta 
misma línea, se autorice la trasfe­
rencia de la'comisión á favor de la 
Compañía que se cita;

■ Vista la escritura y acta de cons­
titución de la Sociedad anónima 
Compañía del ferrocarril de Zafra 
a ffwha que publica la Gaceta fecha 
6 del corriente mes*.

Considerantío que la Sociedad 
anónima Compara áeí ferrocarril 
de Zafra d Faelva reúne corno enti- 
dadjurídica legalmente constituida 
la aptitud necesaria para sustituirá 
D. Guillermo Sundhein en los dere­
chos y obligaciones que respecto 
de! Estado representa la concesión 
del ferrocaril citado;
, S.,M. el Rey (Q. D. G.) ha tenido 
a bien declarar que la Sociedad anó­
nima Compañía del ferrocarril de 
^afra d /duelra sustituye á D. Gui­
llermo Sundhein en todas las obli­
gaciones y derechos que respecto á 
la Administración del Estado se de-

°®’^®®®‘^®“ ^‘^^ ferrocarril j debía respetarse á los interesados 
de Zufra a Huelva, otorgada á Don ? la posesión en que se hallaban, pa-

Guillermo Suadhein por Reaíorden 
de 20 de Agosto de 1881.

De la de S. M. lo digoáV I. para 
su conocimiento y demás efectos. 
Dios guarde á V. I. muchos años. 
Madrid 16 de Febrero de 1884. -Pi­
dal.—Sr- Director general de Obras 
públicas.

Consejo de Estado

REAL DECRETO.

DON ALFONSO XII, por la gracia 
de Dios, Rey constitucional de Es­
paña.

A todos los que las presentes vie­
ren y entendieren y á quienes toca 
su observancia y cumplimiento, sa­
bed, que he venido en decretar lo 
siguiente:

«En el pleito contencioso-admi­
nistrativo, que pende en única ins­
tancia ante el Consejo, entre Don 
Manuel Corroto y Rico y D. Felipe 
Diaz de Rojas, y en su nombre como 
demandante, el Licenciado D. Anto­
nio María Gutiérrez, y la Adminis­
tración general, demandada, repre­
sentada por Mi Fiscal, á quien coad­
yuva el Licenciado D. Enrique Uce­
lay á nombre de D. César Agüero y 
Trotta, sobre revocación ó subsis­
tencia de la Real orden expedida 
por el Ministerio de Hacienda en 13 
de Agosto de 1881, que declaró la 
nulidad de la venta de ciertos terre­
nos sitos en la Raña de la Moheda, 
término de Navalucillos, en la pro­
vincia de Toledo:

Visto:
Visto el expediente gubernativo, 

del que aparece:
Que por Real orden de 4 de Marzo 

de 1861, se declaró respecto á los 
terrenos repartidos á los vecinos de 
Navalucillos en virtud de otra Real 
orden de 27 de Agosto .de 1827, que 

gando el canon de 2 por 100, y que 
en cuanto á los arbitrariamente ro­
turados, se les respetase igualmen­
te en la posesión satisfaciendo el 
canon establecido en el art, 4.® de la 
Ley de 6 de Mayo de 1855, proce­
diéndose á lo demás preceptuado 
en los artículos 5.° y 6.":

Que ensu virtud, y formado ex­
pediente de clasificación de terre­
nos, figuró en el mismo un pedazo 
de tierra roturado arbitrariamente 
por D. Elias Ramos, al sitio de la 
Raña de la Moheda, lindante por So­
lano con propiedad de varios veci- 

1 nos de Navalucillos, Abrego con ei 
j camino de este pueblo á Torrecillas, 
' Gallego con el Carril, y Cierzo con 
. tierras de la labranza de Retuerta; 
i siendo su cabida de 600 fanegas de 
¡ tercera clase:

Que en 22 de Julio de 1862, D. Do­
mingo del Cerro, Alcalde del Ayun­
tamiento de Navalucillos, á nombre 
de éste otorgó escritura de cesión 
del trozo de tierra antes menciona­
do á favor de Don Elías Ramos, 
quien debía satisfacer el canon anual 
de 180 rs. por el 3 por 100 del valor 
calculado al terreno, y por otra es­
critura de 23 de Agosto siguiente, 
Ramos vendió á D. César Agüero 
las tierras de que se trata por la 
cantidad de 6.000 rs., y bajo la obli­
gación de satisfacer el canon anual 
al Ayuntamiento: ,

Que en 10 de Diciembre del mis­
mo año permutó D. César Agüero 
la expresada finca por otra del co­
mún de vecinos, según escritura 
otorgada por aquél y D. Domingo 
del Cerro, mas el Gobernador de la 
provincia de Toledo previo informe . 
de la Comisión provincial, negó su 
aprobación á dicho- acto, volviendo 
de nuevo la fianza á poder de Don 
César Agüero:

.Que por virtud de acuerdo de la 
Diputación provincial de 20 de Di­
ciembre de 1870, á que presto apró- 

bación el Gobernador, se declaró 
nula la cesión de la finca adquirida 
por Agüero, disponiendo que volvie­
ra á incorporarse al patrimonio del 
común de vecinos de Navalucillos:

Que en 15 de Setiembre de 1877, 
el Gobernador de la provincia de 
Toledo, vistos una instancia de 
Agüero para la reivindicación del 
terreno Raña de la Moheda, el in­
forme emitido por la Comisión pro­
vincial en 17 de Octubre de 1876, y 
de conformidad con lo propuesto 
por la misma, resolvió dejar en su 
fuerza y valor el acuerdo del Conse­
jo provincial de 9 de Junio de 1864, 
y resolución del Gobierno de 30 de 
Junio de 1869, y firme la escritura 
de venta otorgada por D. Elías Ra­
mos, dejando libre al Ayuntamiento 
su derecho para usarlo ante quien
y como procediese, sobre la validez 
ó nulidad de la primitiva enajena- • 
ciórudel terreno de que se trataba. Y 
en méritos del mismo expediente y 
del informe emitido en l.^de Octu­
bre de 1877 por la Corporación mu­
nicipal de Navalucillos, en el cual' 
se manifestaba conforme con las 
pretensiones de Agüero, atribuyen­
do enemistades particulares el des­
pojo de los terrenos sufridos por 
éste, y manifestando que, si bien no u 
había satisfecho las pensiones cen­
suales por su disfruto, el' Municipio 
le era en deber otras cantidades pen­
dientes de liquidación, terminaba 
por expresar que el Ayuntamiento 
renunciaba á los derechos que se le 
habían reservado respecto de aque­
lla finca, el Gobernador en nuevo 
acuerdo de 8 de Febrero de 1878 rei­
teró el anterior, declarando firme y 
valedera la escritura de venta de los 
terrenos en cuestión hecha en favor 
de D. César Agüero:

Queéste, en lade Abril de 1878 
acudió al Director general de Pro­
piedades y Derechos del Estado, ex­
poniendo los antecedentes relacio-
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nados, y añadiendo que los terrenos 
de que se le despojó fueron enajena­
dos como bienes nacionales y que^ 
si no había vuelto á posesionarse 
de ellos fué para evitar conflictos, 
suplicando que se acordara la nuli­
dad de la subasta del indicado tran­
zón Raña de Moheda, vendido en la 
equivocada inteligencia de que pro­
cedía de los Propios de Navalucillos 
y no de propiedad particular:

Que instruido expediente sobre 
esta reclamación se unieron á él, 
entre otros documentos, un escrito 
de Manuel Corroto, Felipe Díaz de 
Rojas y Antonio Toledano, en con­
cepto de adquirentes de la finca, ex­
presando que previa adjudicación y 
pago de cinco plazos, llevaban otros 
tantos años de pacífica posesión, y 
oponiéndose por ello á la pretensión 
de Agüero: un informe de la Comi­
sión de Ventas en que consigna que 
en 27 de Mayo de 1873 se vendieron ' 
por el Estado 500 fanegas de tierra j 
en la Raña de la Moheda, término 
de Navalucillos, como procedentes 
de Propios, divididas en cinco suer­
tes de 100 fanegas cada una, seña­
lada en el inventario con los núme­
ros 842 al 45 y 847, adjudicándose á 
D. Antonio Toledano, D. Manuel 
González Corroto y D. Felipe Díaz, 
habiéndose verificado el primer pa­
go en 5 de Julio del mismo año, y 
manifestaba además no poderse en­
contrar la orden de venta verificada, 
existiendo únicamente en las certi­
ficaciones unidas al expediente de 
tasación el decreto marginal del Je­
fe econmicoó disponiendo se adicio­
nasen al inventario y la capitaliza- 
oión; certificación de las dependen­
cias del Juzgado de primera instan­
cia de Toledo, de que en ellas no 
existían los expedientes de subasta 
reclamadas por la Administración; 
otra del Registrador d'e la propiedad 
de Navahermosa en que hace cons­
tar las trasmisiones de l^Raña de 
Moheda, y de que no aparece dicha 

,finca inscrita á nombre de la Ha­
cienda; varios documentos referen­
tes á la mensura practicada por los 
peritos D. Manuel Ruiz y D. Anto­
nio Yepes en cinco trozos de terreno 
de 100 fanegos de cabida cada uno 
en la Raña de la Moheda, término de 
Navalucillos y procedentes de sus 
Propios, y otras certificaciones ex­
pedidas por el Jefe de Intervención 
de la Administración económica de 
Toledo, en que expresa que D. Feli­
pe Díaz de Rojas, D. Antonio Tole­
dano y D. Manuel González ó García 
Corroto, remataron las relacionadas 
suertes en subastas celebradas el 
día 27 de Mayo de 1874, y á quienes 
fueron adjudicadas por la Superiori­

dad en 15 de Junio del mismo año:
Que con vista de estos anteceden­

tes y de los informes de las oficinas 
provinciales, la Dirección general, 
tenieiido en cuenta que los terrenos 
en cuestión que constituían una so­
la finca fueron adjudicados á Don 
Elías Ramos por el Ayuntamiento 
en virtud de escritura pública como 
roturaciones arbitrarias legitimadas 
con arreglo á Ley, y que, en virtud 
de cesión hecha á Agüero, eran de 
su propiedad y no de Propios, en cu­
yo concepto se enajenaron indibida- 
mente, acordó en 14 de Mayo de 
1880 declarar nula la venta de las 
fincas citadas, números 842, 843, 
844, 845 y 847 del Inventario, cón to­
dos sus efectos legales, dejando al 
reclamante Agüero la posesión y 
propiedad de las mismas con otras 
disposiciones relativas á devolución 
á los compradores del importe de 
los plazos satisfechos:

Que D. Antonio Toledano, D. Ma­
nuel Corroto y D. Felipe Díaz de 
Rojas acudieron en alzada del ante­
rior acuerdo ante el Ministerio de 
Hacienda, suplicando su revocación 
y alegando que la primitiva cesión ■ 
del Ayuntamiento á D. Elías Ramos | 
descansó en el hecho inexacto de 
haberse efectuado roturaciones en 

! los terrenos cedidos; que habiendo 
despues anulado dicha cesión la 
Corporación provincial, este acuer­
do no fué apelado y causó ejecuto­
ria; que enajenados los terrenos co­
mo procedentes de Propies, ninguna 
protesta se formul contra la su­
basta ni contra la posesión pací­
fica en que venían los recurrentes, 
careciendo por otra parte el Ayun­
tamiento de facultades para hacer 
la renuncia de derechos á que se re­
fería en su informe, y no debiendo 
temer la Hacienda á un pleito en 
que le sería fácil probar la nulidad 
de laprimitivaadjudicación áRamo^-

Que ordenada la ampliación del 
expediente, peritos nombrados por 
las partes informaron que los terre­
nos vendidos medían 497 fanegas, 
cuya superficie no se oponía á la 
reclamada por Agüero, puesto que 
siendo nada fijos los límites N. y E;, 
hasta tanto que se hiciese un apeo 
de las fincas, siempre sería suscep­
tible aquella de aumento ó disminu­
ción. y que el precio reclamado y 
los trozos encjenados por el Estado 
forman una sola finca, sin que pue­
da confundirse can otra; y unido 
tambien un escrito de D. Manuel 
González Corroto en el que consig­
naba varias observaciones contra el 
parecer pericial, contradictorio á su 
juicio, el Ministro de Hacienda ex- 

1 pidió la Real orden de 13 de Agosto

• de 1881, por la cual, y de conformi­
dad con lo propuesto por la Direc­
ción general y lo informado por la 
de lo Contencioso, se confirmó en 
todas sus partes la resolución apa 
lada, y en su consecuencia, declaró 
la nulidad de la venta con todos sus 
efectos legales, y los gastos que 
ocasionó á cargo de los que la pro­
movieron, reconociendo los dere­
chos alegados por D. César Agüero, 
y se mandó prevenir á la Adminis­
tración económica de Toledo qne 

j eliminase de los inventarios las fin­
cas en que fué dividida la de que se 
trata, rebajando el importe de los 
plazos y gastos que debían devol- 
verse á los compradores de las lá­
minas intransferibles que se expi­
dieron al Ayuntamiento de Navalu­
cillos. .

Vistas las actuaciones contencio­
sas, de las que resulta:

Que en 12 de Octubre de 1881 el 
Licenciado 'D, Antonio María Gu­
tiérrez presentó demanda ante el 
Consejo, la cual amplió despues de 
admitida en vía contenciosa, con la 
súplica de que se revoque la Real 
orden de 13 de Agosto anterior, de­
clarando en su lugar válida y sub­
sistente la enajenación hecha á los 
demandantes de las suertes de tie­
rra en la Raña de la Moheda, man­
teniéndolos en la posesión de dichas 
fincas, y sf á ésto no hubiere War 
declarar que la citada Real ordeu 
no tiene otra significación que la de 
resolución final del, expedienie, ne­
cesaria para que D. César Agüero 
pueda acudir á los Tribunales ordi­
narios á hacer uso del derecho de 
que se crea asistido, sin que entre 
tanto puedan los recurrentes ser 
perturbados en el disfrute de dichas 
fincas adquiridas en público remate 
00 ymo consecuencia, declarar tam­
bien ilegal y nula la posesión dada 
por el Juez de primera instancia de 
Navahermosa al D. César, mandan­
do que las cosas vuelvan al estado 
que tenían en 10 de Abril de 1878, y 
sean repuestos los demandantes en 
la expresada posesión, con abono de 
daños y perjuicios;

Que con los anteriores escritos se 
acompañaron copia del acuerdo del 
Gobernador de la provincia de Tole­
do, fecha 17 de Enero de 1881, decla­
rando nula la cesión de los terrenos 
de la Raña de la Moheda hecha á 
favor de D. Elías Ramos, y certifica­
ción del acta de posesión judicial 
dada á Agüero en 11 de Junio de 
1880, de 600 fanegasde terreno en la 
Raña de la Moheda sin protesta ni 
contradición alguna:

Que emplazado Mi Fiscal, contes­
tó en 20 de Enero del corriente año 

pidiendo que se absuelva á la Ad­
ministración general de la deman­
da interpuesta y la confirmación de 
la Real orden impugnada;

Y que emplazado á su vez el Le­
trado de la parte coadyuvante para 
que contestase á la demanda, lo 
efectuó en 20 de Abril último, repro­
duciendo la petición formulada por 
Mi Fiscal:

Visto el art. 9.* del Real Decreto 
de 10 de Julio de 1865, según el cual 
las reclamaciones gubernativas que 
con arreglo al art. 173 de la Instruc­
ción de 31 de Mayo de 1855 han do 
promoverse antes de entablar de­
manda en los Juzgados de primera 
instancia contra las fincas enajena­
das por el Estado, habrán de incoar­
se en el término, preciso de los seis 
meses inmediatamente posteriores 
á la adjudicación; y pasado este tér­
mino, los Juzgados ordinarios sólo 
admitirán las acciones de propiedad 
ó de otros derechos reales sobre las 
dichas fincas, sustanciando estas 
cuestiones con los poseedores, y ci- 
tóndose de evicción á la Hacienda.

Visto el art. 4." del Real Decreto 
de 11 de Enero de 1877, que dispone 
que con arreglo á lo establecido en 
el artículo 1.° del Decreto ley de 9 de 
Julio de 18'69, no admitirán los Tri­
bunales demanda alguna en asunto 
de ínteres del Estado, ni darán cursor 
álas citaciones de üvicc¡ón-qí*?^^e*^^ 
hagan al mismo, sf^'^Wtotes se 
acredite en autos por medio de la , 
certificación correspondiente que los 
interesados han apurado la vía gu­
bernativa, y sídoles denegada, que­
dando sin efecto la limitación esta­
blecida por el art. 9.® del Real De- 
cretode 10 de Julio de 1865:

Considerando qne la única cues­
tión que puede resolver en el pre­
sente litigio es la que se refiere á la 
nulidad de las ventas que en con­
cepto de bienes nacionales se hicie­
ron por el Estado de los terrenos si­
tos en la Raña de la Mohada:

Considerando que en cuanto á la 
validez de la cesión de los mismos 
terrenos hecha al causante de Don 
César Agüero por el Ayuntamiento 
de Navalucillos, en concepto de ro­
turaciones arbitrarias no cabe discu­
tir, por que los acuerdos del Gober­
nador de la provincia de Toledo de 15 
de Setiembre de 1877 y 8 de Febrero 
de 1878 que legalizaron las rotura­
ciones, no fueron contradichos ni 
apelados, y por lo tanto, hay que es­
timarlos como resolución final del 
expediente en que recayeron:

Considerando, en su virtud, que 
la declaración de nulidad de las ven­
das, acordada por la Dirección ge­
neral de Propiedades y Derechos del
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Estado es procedente, ya por el de­
recho que asistía á D. César Agüe- 

• ro, ya también por los defectos que 
se notaron en el expediente de su­
basta.

Y Considerando que por elart. 4.’ 
del Real Decreto de 11 de Enero de 
1877 quedó suprimido el plazo de 
seis meses por el 9.° del Real Decreto 
de 10 de Julio de 1865 para deducir 
en la vía gubernativa las reclama­
ciones que han de preceder á las de­
mandas incoadas ante los Tribuna­
les ordinarios, sobre fincas enaje­
nadas por la Nación, por lo que la 
instancia de D. Cesar Agüero para 
que se anularan las ventas nopuede ' 
calificarse de extemporánea como 
ha pretendido la parte demandante;

Conformándome con lo consultado 
por la Sala de lo Contencioso del 
Consejo de Estado, en sesión á que 
asistieron; D. Antonio María Fabié, 
Presidente; D. Francisco de los Ríos 
y Rosas, D. Juan de Cárdenas, Don 
José Magaz, el Marqués de los Ula­
gares, D. Angel Maria Dacarrete; j 
D. Dámaso de Acha, D. Emilio de j
Muruaga, el Marqués de la Fuen­
santa, D. Cándido Martínez y Don 
Juan Surrá,

Ven^o en absolver á la Adminis­
tración general de la demanda in­
terpuesta contra la Real orden de 13 
de Agosto de 1881, la cual queda 
firme y subsistente.

Dado én Palacio á 30 de Noviem­
bre de mil ochocientos ochenta y 
très. — ALFONSO. — El Presidente 
del Consejo de Ministros. José de 
Posada Herrera.»

Publicación.—Leído y publicado el 
anterior Real Decreto por mí el Se­
cretario general del Consejo de Es­
tado, hallándose celebrando audien- 
ciapública la Sala de lo Contencioso, 
acordó que se tenga como resolu­
ción final en la instancia y autos á 
que se refiere; que se una á los mis­
mos;, se notifique en forma á las. 
partes, y se inserte en la Gaceta: de 
que certifico.

Madrid 6 de Diciembre de 1883.— 
Antonio Alcántara.

Gaceta del 21 de Hebrero de 1884.

Ministerio de Gracia y Justicia.

REALES DECRETOS.

Visto el expediente instruido con 
motivo de la instancia elevada por 
Rafael Vidal Gavira pidiendo indul­
to de la pena de cuatro años de pri­
sión correccional que la Audiencia 
de Sevilla le impuso en causa por el 
delito de homicidio:

Teniendo en cuenta las especialí- 
simas circunstancias que precedie­
ron al delito y l»s que en él concu­
rrieron, así como la conducta irre­
prensible que el reo observa y las 
pruebas de arrepentimiento que da:

Vista la ley provisional de 18 de 
Junio de 1870, que reguló el ejerci­
cio de la gracia de indulto;

De acuerdo con el informe de la 
Sala sentenciadora, con lo consulta­
do por el Consejo de Estado y con 
el parecer de mi Consejo de Mi­
nistros;

Vengo en indultar á Rafael Vi­
dal Gavira del resto de la pena de 
cuatro años de prisión correccional 
que le fué impuesta en la causa de 
que va hecho mérito.

Dado en Palacio á diez y nueve de 
Febrero de mil ochocientos ochenta 
y cuatro.-ALFONSO.—El Minis­
tro de Gracia y Justicia. Francisco 
Silvela.

Visto el expediente instruido con 
motivo de la instancia elevada por 
Vicente Veschili y Mariana Maña 
pidiendo que se indulte á su hijo 
Vicente Veschili y Maña de la pena 
de tres años, cuatro meses y 10 días 
de prisión correccional que la Au­
diencia de Valencia le impuso en 
causa por atentado á un Agente de 
la Autoridad:

Considerando que el reo ha ob­
servado buena conducta antes y 
despues de delinquir, tiene Cuatro 
hijos, el mayorjde nueve años, y lle­
va extinguidas más de tres cuartas 
partes de su condena:

Teniendo presente lo dispuesto 
en la ley provisional de 18 de Junio 
de 1870, que reguló el ejercicio de 
la gracia de indulto;

Tomando en consideración el in­
forme favorable de la Sala senten­
ciadora, de acuerdo con lo consulta­
do por el Consejo de Estado, y con­
formándome con el parecer de mi 
Consejo de Ministros,

Vengo en indultar á Vicente Ves- 
chili y Maña del resto de la pena de 
tres años, cuatro meses y 10 días de 
prisión correccional que le fue im­
puesta en la causa de que va hecho 
mérito.

Dado en Palacio á diez y nueve 
de Febrero de mil ochocientos ocheu- 
lay cuatro.—ALFONSO.—El Minis­
tro de Gracia y Justicia, Francisco 
Silvela.

Visto el expediente instruido con 
motivo de la instancia elevada por 
Miguel Quintana Zorrilla pidiendo 
indulto de las penas de 10 años y 
un día de prisión mayor y tres años 
y siete meses de prisión correccio­
nal que la Audiencia de Burgos le 
impuso en causa por homicidio en 
riña tumultuaria y lesiones:

Considerando que concedido ind ui. 
to á cuatro co-reos del ¡ecurrente, 
condenados por el mismo delito en 
la propia sentencia y á idéntica pe­
na, es de rigorosa equidad conce 
dérselo tambien al que ahora lo pide:

Teniendo presente lo dispuesto en 
la ley provisional de 18 de Junio de 
1870, que reguió el ejercicio de la 
gracia de indulto;

De acuerdo con el informe de la 
Sala sentenciadora, con lo consul­
tado por el Consejo de Estado y con 
el parecer de mi Consejo de Mi- 
nistro,s

Vengo en indultar á Miguel Quin, 
tana Zorrilla de la mitad de las pe­
nas de 10 años y un día de prisión 
mayor y tres años y siete meses de 
prisión correccional que le fueron 
impuestas en la causa de que va he­
cho mérito.

Dado en Palacio á diez y nuevo de 
Febrero de mil ochocientos ochenta 
y cuatro.—ALFON '0.-EI Minis­
tro de Gracia y Justicia, Francisco 
Silvela.

¿)o?i Zeon Gen^ds, ¿^scHbano de ac­
tuaciones del Ju:^^ado de ^rùmera 
instancia del distrito de la j}laza 
de Valladolid.

Doy fé: que en la tercería pro­
movida en el referido Juzgado por 
Doña Martina Larrea Unanue, de 
esta vecindad, contra Don Fernan­
do Valor y Sarañana, vecino de A1- 
coy, y su mar do D. Francisco Pla­
za Montero, sobre mejor derecho á 
hacerse pago de sus dotales de los 
bienes embargados al último por. 
virtud de ejecución propuesta por 
el D. Fernando, para pago de pese­
tas, se ha dictado sentencia cuyo 
encabezamiento y parte dispositiva 
á la letra se copian:

Hncabesamiento. En la ciudad 
de Valladolid á diez y nueve de Fe­
brero de mil ochocientos ochenta y 
cuatro: el Señer Don Rafael Caste­
llanos y Moreno, Juez de primera 
instancia del distrito de la Plaza, 
habiendo visto la anterior demanda 
de tercería promovida por Doña 
Martina Larrea Unanue, de esta 
vecindad, representada por el pro­
curador D. Vicente Barbero, contra 
D. Fernando Valor y Sarañana, ve­
cino de Alcoy, el suyo D. Baldome­
ro González Orcal, y su marido Don 
Francisco Plaza Montero, tambien 
de esta vecindad, sobre preferente 
derecho al cobro de sus dotales, de 
los bienes embargados al último por 
virtud de ejecución que le ha pro­
puesto el D. Fernando, sobre pago 
de mil noventa y dos pesetas y diez 
céntimos, intereses y costas en cu­
ya rebeldía del ejecutado y última­
mente de la Doña Martina por de­
sistimiento de su citado procurador 
y no designar otro, se han entendi­

do las diligencias con los extrades 
del Juzgado.

Parte dispositiva. Fallo: que de­
bo declarar y declaro que Doña Mar­
tina Larrea Unanue .no ha probado 
su acción y demanda, y en .su con­
secuencia que no tiene derecho pre­
ferente á hacerse pago de las apor­
ciones matrimoniales que reclama 
con el valor de los bienes embarga­
dos á su marido D. Francisco Plaza 
Montero, á virtud de la ejecución 
Contra el mismo promovida por Don 
Fernando Valor y Sarañana, vecino 
de Alcoy, con imposición de tocias 
las costas á la Doña Martina La­
rrea, Así por esta mi sentencia que 
además de notificarse en los estra­
dos del Juzgado, se publicará por 
edictos que se fijarán en la puerta 
de éste, y el encabezamiento y la 
parte dispositiva se insertarán en 
el Poletin oncial de esta provincia, 
definitivamente juzgando lo pro­
nuncio. mando y firmo, Rafael Cas­
tellanos.

Lo relacionado es cierto, y los in­
sertos corresponden á la l^tra eon 
sus originales que en los autos de 
su razón en mi poder quedan, de 
que doy fé y á que me remito. Y en 
cumpljmiento de lo mandado para 
su inserción en el Poletin o/cial de 
esta provincia, pongo el presente 
que firmo en Valladolid á veintiuno 
de Febrerodemilochocientos ochen, 
ta y cuatro.—Ante mí, Leon Gervás.

NüM. 164.

Ayuntamiento constitucional de 
A mus^fuillo.

Se halla vacante la plaza de Mé. 
d¡co titular de este pueblo por ha­
berse trasladado á otro el que la 
servía. La dotación consiste en cien­
to cincuenta pesetas pagadas por 
trimestres de los fondos municipa­
les por la asistencia á seis familias 
pobres que el Ayuntamiento desig­
nará al principio de cada año y de­
más casos de oficio.

Elque fuese agraciado con dicha 
plaza recibirá además treinta y seis 
cargas de trigo ó sean ciento cua­
renta y cuatro fanegas que le paga­
rán las familias no pobres en la for­
ma y condiciones que con las mis­
mas convenga, para cuyo contrato 
queda en libertad, siendo el número 
de estas de setenta á setenta y cua­
tro vecinos. Recibirá además una 
suerte de leña como los demás ve. 
cides sin pago ni retribución algu­
na y gozará de exención en toda 
clase de repartimientos locales.

Los aspirantes dirigirán sus soli­
citudes á esta Alcaidia en el térmi­
no de veinte días á contar desee el 
en que aparezca inserto este anun­
cio en el Poletin ojicial de la pro­
vincia, acompañando á las mismas 
los documentos qje justifiquen les
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títulos que tengan adquiridos ser­
vicios prestados en otros pueblos y 
certificación de buena conducta; 
debiendo adveitir que han de ser 
precisamente Licenciados en la fa­
cultad.

Amusquillo 20 de Febrero de 1884.
—El Alcalde. Ignacio Loladana.

NÚM. 163.
Alcaldía consitucional de 

A/orales de Campos.

No habiéndose provisto en propie­
dad la Secretaria de este Ayunta­
miento á pesar de haberla anuncia­
do vacante en el ^Boletín oficial de 
la provincia num. 127, por falta de 
solicitantes, esta Corporación ha 
acordado se ponga á vacante por 
segunda vez por término de quince 
dias con la dotación anual de qui­
nientas pesetas pagadas de fondos 
m unicipales por trimestres vencidos. 
Los aspirantes á dicha plaza presen­
tarán sus solicitudes á esta Alcaidia 
acompañadas de las pruebas de ac­
titud.

Morales de Campos 20 de Febrero 
de 1884,—El AlcaldeJuanAlvarez, 
—El Secretario interino, Benito 
Perez.

INSTITUTO GEOGRÁFICO Y ESTADÍSTICO,,

TRABAJOS ESTADÍSTICOS.

PROVINCIA DE VALLADOLID.

Circular Núm. 158.

No habiendo sido aún reclamadas 
á esta Oficina algunas de las canti­
dades devengadas por los Sres. Juez 
ces municipales de esta provincia, 
en concepto de retribución por la 
extensión de los extractos de ins­
cripciones referentes al movimiento 
de población del año 1878, he dis- 
4)uesto ampliar hasta el día 15 del 
próximo Marzo el plazo señalado á 
los interesados en mi circular fecha 
22 de Enero último, inserta en el 
núm. 171 del jColetin oncial de la 
provincia correspondiente al 27 del 
mismo mes, para que en la forma 
que dicha circular previene, puedan 
percibir por sí ó por medio de perso­
na autorizada al efecto las cantida­
des que por el concepto referido le 
correspondan.

Valladolid 19 de Febrero de 188¿. 
—El Jefe interino de los trabajos, 
Florencio Arias.

BIBLIOTECA JURÍDICO-ADMINISTRATIVA
DE

D. ANDRÉS BLAÓ Y MELENDO-

DERECHO MUNICIPAL Y PROVINCIAL.
ó SEA

Constitución de la Monarquía Espa­
ñola de 30 de Junio de 1876; Ley ’ 
electoral de Ayuntamientos de 20 1 
de Agosto de 1870 reformada por 1 
la Ley de 16 de Diciembre de 1876; 1 
Ley municipal de 2 de Octubre de ! 
1877; Ley electoral de Diputados á 
Cortes de 28 de Diciembre de 1878; 
Ley provincial novísima de 29 de 
Agosto de 1882; Real decreto de 31 
de Agosto de 1882, aprobando la di­
visión de provincias endistritos elec­
torales de Diputados provinciales; 
Circular de 2 de Setiembre de 1882, 
dictando reglas para la ejecución de 
la Ley provincial de 29 de Agosto de 
1882; Disposiciones electorales vi­
gentes de Diputados provinciales; 
Legislación sobre Competencias pro­
movidas por los Gobernadores con­
tra las Autoridades judiciales, y Re­
cursos de queja de éstas contra 
aquéllos por exceso de atribuciones; 
Organización y atribuciones de las 
Comisiones provinciales como Tri­
bunales contencioso-administrativos 
y procedimiento contencioso ante 
las mismas; y otras muchas más 

disposiciones en forma de notas.

QUINTA EDICIÓN.

ILUSTRADA CON NOTAS Y CON LA DOCTRINA 

DE LA JURISPRUDENCI,A 

POE

DON ANDRÉS BLAS Y MELENDO,
ex-Fiscal de Imprenta de la Audiencia de 

Madrid, Fiscal de la Audiencia de Ali­
cante, Doctor en la Facultad de Derecho 
en sus Secciones de Derecho Civil y Canó­
nico y Derecho Administrativo, ex-Dipri- 
tado á Cortes, Jefe de Administración que 
ha sido del Gobierno civil de Madrid, Vo­
cal de la Comisión y Vice-Presidente de la 
Diputación provincial de Zaragoza, ex- 
Profesor auxiliar de Derecho de la misma 
y Abogado de los Ilustres Colegios de Ma­
drid y Zaragoza.

Al publicar la primera edición de 
este libro impulsado á ello su autor 
por la creencia que podría prestar 
algún servicio, especialmente á los 
Ayuntamientos, Diputaciones, Co- 
misioues provinciales y Gobernado­
res, dando á luz un trabajo que ha­
bía hecho como guía en los asuntos 
del Gobierno civil de Madrid, del 
que en aquella época era Jefe de 
Administración, no se figuraba la 
aceptación que había de tener, ago­
tándose en poco tiempo cuatro edi­
ciones numerosas, lo cual demues­
tra lo útil que es para las cita las 
Corporaciones y Autoridades, y no 
múnos para los Delegados de Ha­
cienda y Autoridades judiciales, cu­
ya aceptación anima hoy á su autor 
á ofre xr una quinta edición.

ÁNDNCIOS PARTICULARES. Este nuevo libro comprende casi 
toda la legislación que afecta al Mu­
nicipio y á la Provincia, por lo que 
se titula Derecho Municipal y Pro­
vincial.

La constitución contiene derechos, 
deberes y principios que deben ser 
de todos conocidos, y á la que se re­
fieren muchos artículos de las Leyes 
citadas, por lo que es conveniente 
qué Un libro de esta clase se. enca­
bece con el Código fundamental, 
fuente y origen de todas las Leyes.

A continuación siguen la Ley elec­
toral de Ayuntamientos y la Ley 
municipal.

Ss inserta en este libro la Ley 
electoral vigente de Diputados á 
Córtes, porque afecta á la elección 
de las Diputaciones provinciales, en 
razón de prescribirse por la Segun­
da Disposición transitoria de la 
nueva Ley provincial de 1882 que 
aquélla se haga en la forma estable­
cida en los títulos 3.® y 4.® de la Ley 
electoral vigente de Diputados á 
Córtes.

Siguen la Ley novísima provin­
cial, el Real decreto de división de 
los distritos electorales y la Circu­
lar de 2 de Setiembre.

También se consigna en este libro 
bajo el tituló de Disposiciones elec­
torates vigentes de Diputadospro- 
vinciales, Asi legislación por la que 
han de verificarse dichas elecciones 
constituyendo su contenido por re­
ferencia un todo que equivale á una 
Ley electoral de Dipu.aciones, en 
defecto de una Ley electoral especial 
y completa para las mismas.

Las competencias y recursos de 
queja como lo contencioso-adminis- 
trativo tíénén íntima relación con 
las atribuciones de las Corp'iracío- 
nes populares, en razón de ser sus 
atribuciones la causa y motivo de 
las más de competencias contra las 
Autoridades judiciales que las inva­
den, sus excesos origen de recur­
sos de queja sostenidos por estas 
Autoridades que'reclaman el cono­
cimiento de los asuntos que las Le­
yes les confieren, y lo contencioso- 
administrativo es la revisión enjui­
cio de muchas de las resoluciones 
de las Corporaciones populares. He 
aquí la explicación de la convenien­
cia de comprender en este libro la 
legislación de las materias en este 
párrafo mencionadas, al lado de las 
Leyes vigentes electorales de Ayun­
tamientos, de Diputados á Cortes y 
de Diputaciones, y de las leyes or­
gánicas municipal y provincial.

Esta quinta edición está ilustrada, 
además de notas y varias disposi 
ciones, con la más importante doc­
trina de la Jurisprudencia sentada 
en los recursos de alzada en mate- 
riaelectoral, municipal y provincial, 
en los asuntos de competencias, re­
cursos de queja y contencioso-ad­
ministrativo, cuya jurisprudencia 
auxilia el conocimiento del texto en 
las diversas cuestiones y dudas que 
origina en la práctica.

La publicación de esta obra ha sido au­
torizada por Real orden en los términos 
siguientes: a En vista de la instancia que ha 
dirigido V. á este Ministerio en súplica de 

k que se le azttorice para pztblicar en la cuarai 

edición de su obra «Derecho Municipal y 
Provincial» la Ley de 39 de Agosto idtimo' 
y otras disposiciones vigentes-, y teniedo en 
cuenta la competencia de V. en la materia de 
que se trata y el servicio de utilidad que près' 
ta â la administración la citada obra, S. M. el 
Rey ÇQ. D. G.}, de conformidad con lo dis- 
puesto en el art, 38 de la ley de 10 de Enero 
de 1879 sobre Propiedad intelectual y 11 
del reglamento para la ejecuctión de la misma 
de 3 de Setiembre de 1880, se ha servido con­
ceder á y. la autorización que para el indica­
do objeto solicita.»

Precio de esta obra, 2 pesetas 59 
céntimos.

OBRAS PUBLICADAS
POR EL AUTOR DE LA BIBLIOTECA 

JURÍDICO-ADMINISTRATIVA.

Derecho civil aragonés, ilustrado' 
con la doctrina de las autores fora­
les, con el Derecho común y con la 
Jurisprudencia aragonesa del Tri­
bunal Supremo de Justicia.—Su pre­
cio, 5 pesetas.

Ley electoral novísima de Dipu­
tados d Córtes de 28 de Diciembre 
de 1878, Real orden Circular de 30 
del mismo mes y disposiciones 
complementarias, ilustrada con no­
tas y formularios de expedientes ju­
diciales para la adquisición y pérdida 
del derecho electoral, de reclama­
ción antela Comisión inspectora y 
Juzgados, de modelos del libro de 
Registro del censo electoral, de cua­
dernos de alta y baja, de edictos de 
actas, ect.—Su precio, 1 peseta.

Ley de Reclutamiento y Reem­
plazo del Ejercito de 28 de Agosto de^ 
1878, y disposiciones complenisi^- 
rias, ilustrada con notásp*foFrtfíflá- 
rios y con la dotrina de la Jurispru­
dencia. (Agotada la edición.)

Manual de Enjuiciamiento criminal de 
1879, ilustrado con notas, y formularios. 
(Agotada la edición.)

Anuario Jurídico-Administrativo de los 
Ayuntamientos de 1879. (Agotada la edi­
ción.)

Las obras del autor se venden en 
las principales librerías de España. 
Tambien el autor remite á todos los 
pueblos de España, francos de porte 
los pedidos de su.s obras, prévio pa­
go en letras, libranzas ó sellos.

Se rebaja el 25 por 100. en todo pe­
dido de cinco ó más ejemplares.

La correspondencia de pedidos se 
dirigirá á Madrid en esta forma.

Sr. Representante de la Librería 
de San José, Arenal, 20, Madrid.

A LOS AYUNTAMIENTOS.
En la imprenta de este Pe­

riódico oficial calle del perú, 
número 17, se hallan de. venta 
cuantos impresos necesiten los 
Ayuntamientos, como también 
los que se encarguen parti­
culares.

Tarnbién se hallan de venta 
las filiaciones para la próxima 
quinta.

Valladolid: Imp. de Leonardo Miñón.
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